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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 08
               Marzo 11 de 2014

 


LA CORTE CONSTITUCIONAL DETERMINÓ QUE EL DERECHO DE PARTICIPACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES DE CONSUMIDORES Y USUARIOS DE BIENES Y SERVICIOS PUEDE CONCRETARSE DE DIVERSAS FORMAS QUE DEBE DESARROLLAR EL LEGISLADOR

	III. EXPEDIENTE D-9779 - SENTENCIA C-133/14 (Marzo 11) 
M.P. Alberto Rojas Ríos 


1. Norma acusada
LEY 1558 DE 2012
(Julio 10)
Por la cual se modifica la Ley 300 de 1996 –Ley general de Turismo-, la Ley 11001 de 2006 y se dictan otras disposiciones 

Artículo 25. Protección al turista. Para efectos de garantizar los derechos del consumidor de servicios turísticos se aplicará la regulación especial contenida en la Ley 300 de 1996, y las normas que la modifiquen o reglamenten. 

Los prestadores y comercializadores de servicios aéreos, se regirán en lo que corresponda, por el Código de Comercio, las leyes especiales sobre la materia; los reglamentos aeronáuticos, el Decreto 2438 de 2010 y las disposiciones que los modifiquen o reglamenten. 

Parágrafo 1°. Para promover soluciones ágiles y eficientes a los consumidores de servicios turísticos, se deberá surtir previamente una etapa de reclamación directa, con el prestador del servicio y las empresas de transporte aéreo. El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo reglamentará la materia. 

Parágrafo 2°. Las reclamaciones que se susciten en desarrollo de la prestación del servicio de transporte aéreo, serán resueltas por la entidad aeronáutica como única Entidad competente del sector. Se excluye a esta industria de la competencia determinada en la Ley 1480 de 2011. 

2. Decisión 
Declarar EXEQUIBLE el artículo 25 de la Ley 1558 de 2012.

3. Síntesis de los fundamentos 
El análisis de la Corte comenzó por resaltar la consagración en la Constitución Política de 1991 de una serie de derechos que hasta entonces eran de rango legal y que pasaron a formar parte de la categoría de los denominados derechos colectivos. En esta categoría, se encuentra el derecho consagrado en el artículo 78 de participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen. Con ello, el constituyente le concedió un espacio a estas organizaciones para defender los intereses de estos grupos sociales y estimular la expedición de instrumentos jurídicos adecuados que amplíen o refuercen la eficacia de los existentes. Este derecho apunta en el contexto de un Estado social de derecho, a la protección sustancial de los ciudadanos que entran en relación con los proveedores y distribuidores de bienes y servicios y que se encuentran en una situación de desequilibrio inmanente al mercado y al consumo. Sin embargo, aclaró que -como ya lo ha precisado la jurisprudencia- la Constitución no entra a determinar los supuestos específicos de protección, los cuales se desarrollan a partir de la ley, los reglamentos y el contrato, los cuales, en todo caso, deben interpretarse de conformidad con los principios tuitivos del consumidor plasmados en la Constitución. 

Para la Corte, es claro que el principio constitucional de participación puede manifestarse a través de distintas vías que involucran a la ciudadanía en el proceso decisorio de los asuntos que le conciernen. La participación no es principio, deber constitucional o derecho fundamental absoluto, sino que su ejercicio debe llevarse a cabo en los términos que haya determinado la regulación legal, dentro de los márgenes propios de la potestad de configuración normativa.

De esta forma, el derecho consagrado en el artículo 78 de la Carta Política a favor de los consumidores y usuarios de bienes y servicios, es un derecho que en tanto incluye diversos contenidos, presenta a su vez, distintas opciones de concreción para el legislador. A esta característica la ha denominado la jurisprudencia con el carácter poliédrico del derecho de participación de los consumidores y usuarios. En esa medida, lejos de ser un contenido normativo unívoco el que se deduce del artículo 78 de la Constitución, la garantía prevista en el inciso tercero es una disposición de estructura abierta que consagra un deber general y abarca muy distintas opciones de concreción normativa. A juicio de la Corte, de este precepto constitucional no se deduce una regla normativa que obligue a dar participación a las organizaciones de consumidores y usuarios en el procedimiento legislativo de las disposiciones que le conciernen. Esto no significa que el artículo 78 de la Constitución prohíba que la garantía de participación se concrete, por parte del legislador, en un requisito procedimental –cualquiera que este sea- a cumplir en desarrollo de la etapa congresual del iter de creación de una ley. Simplemente, precisó que esta obligación no surge directamente de la disposición constitucional. 

Por consiguiente, en la adopción del artículo 25 de la Ley 1558 de 2012, mediante el cual se establecen cuáles son las normas aplicables para proteger los derechos del consumidor de servicios turísticos, no se incurrió en un vicio de procedimiento, por la no participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el trámite legislativo, por cuanto este no es un requisito o un mandato imperativo que se derive directamente del texto del artículo 78 de la Constitución. En efecto, la Corte observó que en este precepto no se prevé el órgano u órganos del Estado que deben hacer efectiva dicha garantía; en qué etapa del “estudio” de la disposición debe garantizarse dicha participación –diseño, planeación, elaboración o evaluación de sus efectos-; ni mediante cuáles mecanismos debe concretarse la garantía de participación de tales organizaciones, para que la misma esté acorde con el contenido esencial del derecho constitucional de consumidores y usuarios. Por tales razones, el artículo 25 de la Ley 1558 de 2012 fue declarado exequible.

4. Salvamento y aclaraciones de voto 
El magistrado Jorge Iván Palacio Palacio consideró que la Corte hizo inoperante el lugar central que tiene la participación de las organizaciones de consumidores en la democracia constitucional. En esta ocasión, el magistrado Palacio Palacio salvó el voto, por estimar que la norma acusada quebranta abiertamente el texto constitucional, que hace imperativa “la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen” (art. 78.3 C.Po.). Al tener los derechos colectivos de los consumidores un carácter poliédrico y encontrarse en desigualdad de condiciones cuando acuden al mercado a satisfacer sus necesidades de bienes y servicios, impone al Estado la apertura y profundización de canales de expresión y de intervención de los consumidores en los procesos de decisión de carácter público que les conciernen. La falta de disposición de espacios de participación ciudadana como formas de interacción social incide en la eficacia de los derechos, al comprometer vitales intereses de los miembros de toda la comunidad, lo cual demanda del juez constitucional un juicio riguroso de las normas legales al involucrar la protección de los consumidores exigida por la Constitución. Por ello, el magistrado disidente estima que la Corte ha debido reparar la situación de debilidad a la que se sujeta a las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de las disposiciones sobre servicios turísticos y de transporte aéreo. Al no haber cumplido el proceso de participación como procedimiento previo a la adopción de las regulaciones previstas en el artículo 25 de la Ley 1558 de 2012, se cercena el ejercicio de libertades públicas y la garantía de protección del interés general, en pro del acatamiento desbordante a la potestad de configuración legislativa, que diluye la eficacia directa de la Constitución.

Por su parte, el magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo aclaró el voto, por cuanto consideró que no le asistía la más mínima hesitación con respecto a que la disposición constitucional contenida en el artículo 78, inciso 3 y 4, incorpora un derecho constitucional que, por sí solo, debido a su carácter normativo, según se desprende del artículo 4, ibídem, tiene aplicación y efectos inmediatos. Esa garantía o derecho de raigambre constitucional bien se puede hacer valer por las organizaciones concernidas, a falta de alguna disposición en particular que desarrolle y precise la forma de conducir la respectiva expresión participativa, mediante una solicitud clara y directa (que en este caso no la hubo, lo cual explica nuestro aval a la decisión de mayoría que declara la exequibilidad de del artículo 25 de la ley 1558 de 2012) en la que se reclame la concesión oportuna del espacio, del trámite o de la forma, a través de la cual pueda canalizarse aquella. Resultando imperioso que los servidores públicos competentes para adoptar medidas o disposiciones que afecten a los consumidores o usuarios, destinatarios de dicha solicitud, facilitar los medios o instrumentos para que se realice o materialice la comentada garantía, a riesgo de que se incumpla un mandato constitucional especifico con las condignas consecuencias jurídicas que ello supone.

La magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la posibilidad de presentar una eventual aclaración de voto relativa a la diferencia que existe entre el derecho de participación consagrado en el artículo 78 de la Constitución Política en cabeza de las organizaciones de consumidores y usuarios y la consulta previa obligatoria que se establece en el artículo 330 de la Carta a favor de las comunidades indígenas. 

LUIS ERNESTO VARGAS SILVA

Presidente 
